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CAPÍTULO PRIMERO: ELEMENTOS ESENCIALES 
 
 
1.- INTRODUCCIÓN 
 
El propósito de este manual es facilitar a quienes ejercen la Abogacía1 
el cumplimiento de las obligaciones que, en ciertos casos, les impone 
la ley y se ha escrito aprovechando los trabajos de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales del Consejo General de la 
Abogacía Española que presido desde 2005.  
 

                                                        
1 La Ley 10/2010 de 28 de abril se refiere a “los Abogados”. Para evitar la expresión 
“los Abogados y las Abogadas”, se ha preferido utilizar la expresión neutra “quienes 
ejercen la Abogacía” en todas las oportunidades posibles y, por supuesto, cuando se 
hace una cita textual. 



 

 6 

Su título no debe llevar a la confusión de que se trata de un modelo 
para la elaboración del manual que los sujetos obligados deben aprobar 
y del cual se hablará más adelante. La expresión manual se emplea en 
su novena acepción de libro que compendia lo más sustancial de una 
materia. Agregar el adjetivo básico no tiene otra finalidad que recalcar 
que carece de cualquier pretensión académica y que su propósito no es 
otro que servir de guía a quienes deben familiarizarse con la normativa 
sobre prevención del blanqueo de capitales. 
 
El blanqueo de dinero es un fenómeno que gravita pesadamente en la 
sociedad. En un doble aspecto. Por una parte, porque es un factor 
determinante en la comisión de delitos con afán de lucro ya que nadie 
estafa, roba, cohecha o defrauda por el placer de cometer un delito sino 
con el propósito de aprovecharse del producto del latrocinio y tal 
producto no se utiliza siempre con fines de beneficencia o disfrute 
personal sino como medio de facilitar la comisión de nuevos delitos. 
Se dice, pues, que es un factor criminógeno porque favorece la 
criminalidad. Por otra parte, porque su importancia en relación con la 
economía mundial es destacada y,  desde hace décadas,  creciente.2 
 
En los últimos treinta años, los países han concluido que la 
importancia del blanqueo es tal que no basta con reprimirlo con graves 
sanciones administrativas y severas penas sino que, como los riesgos 
laborales por ejemplo, hay que prevenirlo, preverlo e impedir o al 
menos dificultar que se produzca. 
 
JIMENEZ DE ASUA3 hace casi cien años escribía: 
 

                                                        
2 Se dice que entre el 3 y el 5% del PIB mundial es de procedencia ilícita según datos 
del FMI. 
3 JIMENEZ DE ASUA, Luis, Crónica del crimen, Historia Nueva, 1929, Página 49 
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“Cuando un delito se comete, no sólo surge el problema 
de reprimirle sino otra cuestión de más fecundas 
perspectivas: evitar otros de su mismo tipo. La tarea 
preventiva se hace más perentoria, cuando una 
determinada especie de delitos, obedeciendo a las leyes 
de la imitación –cuidadosamente estudiadas-. Se 
extiende por un país y se repite con tenaz constancia.” 

 
Durante este breve período –breve si se le compara con el tiempo 
desde que se conoce el blanqueo, bajo ésa u otra denominación- se ha 
procurado ir estrechando el círculo alrededor de los posibles 
blanqueadores imponiendo, mediante sucesivas normas,  nuevas 
obligaciones, imaginando novedosos planteamientos, creando órganos 
administrativos con competencias en la materia y añadiendo nuevos 
sujetos al elenco de obligados. Y el proceso no está ni mucho menos 
ultimado y ha venido para quedarse.4 
 
Quienes ejercen la Abogacía tienen la calidad de sujetos obligados a la 
prevención del blanqueo de capitales desde la modificación 
introducida a la Ley 19/1993,  de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales por la Ley 19/2003,  
de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y 
de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales.5 

                                                        
4 Es una expresión que se repite constantemente por los responsables de la 
prevención en los foros sobre esta materia  a los que son invitados. 
5 A los Abogados se les considera desde entonces “personas físicas o jurídicas que 
ejerzan aquellas otras actividades profesionales o empresariales particularmente 
susceptibles de ser utilizadas para el blanqueo de capitales”. No es el propósito de 
este trabajo profundizar en la historia del blanqueo, de su prevención o de su 
represión ni de las razones de la inclusión de los Abogados entre la relación de 
sujetos obligados, temas que por su extensión superan con mucho los estrechos 
marcos de un manual y  que, por lo demás, han sido ya objeto de muchos estudios. 
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La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, transpone a la normativa 
española interna la Directiva 2005/60/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 26 de Octubre, relativa a la prevención de la 
utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para 
la financiación del terrorismo (denominada Tercera Directiva), 
desarrollada por la Directiva 2006/70/CE, de la Comisión, de 1 de 
agosto, e introduce nuevas obligaciones a quienes ejercen la 
Abogacía.6 
  
El incumplimiento de las obligaciones que impone la Ley trae 
aparejado la posible imposición de sanciones, calificadas como muy 
graves, graves y leves pudiendo llegar a imponerse multas de hasta un 
millón quinientos mil euros, el cinco por ciento del patrimonio neto del 
sujeto obligado o el duplo del importe de la operación de que se trate. 
 

                                                                                                                                   
Sólo es pertinente recordar que no fue pacífica la inclusión de los Abogados y que, a 
pesar del tiempo transcurrido, las medidas adoptadas se ven con cierta indiferencia y 
resistencia en la profesión. 
En el “Informe sobre tipologías de lavado de activos y financiamiento del terrorismo 
2003 – 2004”  preparado por el Grupo de Acción Financiera Internacional se lee: 
"Cada vez más, los lavadores de dinero recurren al asesoramiento o los servicios de 
profesionales especializados para facilitar sus operaciones financieras. Esta tendencia 
a involucrar a diversos expertos en leyes o finanzas, los denominados "gatekeepers 
en maniobras de lavado de activos ha sido documentada previamente por el GAFI y 
parece continuar en el presente." 
6 La anterior ley disponía que quedaban sometidos a las obligaciones “con las 
especialidades que puedan  establecerse reglamentariamente”. El Reglamento, 
efectivamente, excluyó a los profesionales de la Abogacía de una serie de 
obligaciones considerándoles sujetos a un “régimen especial”. La ley vigente no 
establece especialidades sino prevé que reglamentariamente puedan establecerse 
excepciones. 
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Del mismo modo, la falta de diligencia puede constituir base para la 
imputación del delito de blanqueo de capitales tipificado en el artículo 
301 y siguientes del Código Penal en su nueva redacción introducida 
por Ley Orgánica 5/2010, en vigor desde el 22 de diciembre de 2010. 
 
A lo largo de este manual se obvia la referencia a la financiación del 
terrorismo, no porque se estime que no deba lucharse contra él, sino 
simplemente porque las mismas normas y consideraciones, mutatis 

mutandi, le son aplicables, y la continua referencia a las dos figuras 
recargaría en exceso su lectura. 
 
 
2.- ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY 
 
La Ley 10/2010 es de aplicación a quienes ejercen la Abogacía en los 
casos previstos en la letra ñ) de su artículo 2, que es del siguiente tenor 
literal: 
 

“Artículo 2. Sujetos obligados. 

 

1. La presente Ley será de aplicación a los siguientes 

sujetos obligados: 

  … 

ñ) Los Abogados y otros profesionales independientes 

cuando participen en la concepción, realización o 

asesoramiento de operaciones por cuenta de clientes 

relativas a la compraventa de bienes inmuebles o 

entidades comerciales, la gestión de fondos, valores u 

otros activos, la apertura o gestión de cuentas 

corrientes, cuentas de ahorros o cuentas de valores, la 

organización de las aportaciones necesarias para la 

creación, el funcionamiento o la gestión de empresas o 
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la creación, el funcionamiento o la gestión de 

fideicomisos («trusts»), sociedades o estructuras 

análogas, o cuando actúen por cuenta de clientes
7
 en 

cualquier operación financiera o inmobiliaria.” 
 
También serán sujetos obligados – letra o) del mismo artículo- cuando 
presten los siguientes servicios profesionales:  
 

“Constituir sociedades u otras personas jurídicas; 

ejercer funciones de dirección o secretaría de una 

sociedad, socio de una asociación o funciones similares 

en relación con otras personas jurídicas o disponer que 

otra persona ejerza dichas funciones; facilitar un 

domicilio social o una dirección comercial, postal, 

administrativa y otros servicios afines a una sociedad, 

una asociación o cualquier otro instrumento o persona 

jurídicos; ejercer funciones de fideicomisario en un 

fideicomiso («trust»
8
) expreso o instrumento jurídico 

similar o disponer que otra persona ejerza dichas 

funciones; o ejercer funciones de accionista por cuenta 

de otra persona, exceptuando las sociedades que 

coticen en un mercado regulado y estén sujetas a 

requisitos de información conformes con el derecho 

comunitario o a normas internacionales equivalentes, o 

disponer que otra persona ejerza dichas funciones.” 

                                                        
7 En la anterior ley se exigía que actuasen en nombre y por cuenta del cliente. 
8 Esta terminología de origen anglosajón se emplea también en la Orden HAP 
1182/2012, de 31 de mayo, por la que se desarrolla la disposición adicional primera 
del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, por el que se introducen diversas 
medidas tributarias y administrativas dirigidas a la reducción del déficit público, se 
aprueban cuantas medidas resultan necesarias para su cumplimiento, así como el 
modelo 750, declaración tributaria especial, y se regulan las condiciones generales y 
procedimiento para su presentación. 
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Hay que destacar que el artículo 22 de la misma ley excluye expresa y 
terminantemente de su aplicación a quienes ejercen la Abogacía en 
determinadas circunstancias: 
 

“Los abogados no estarán sometidos a las obligaciones 

establecidas en los artículos 7.3
9
, 18

10
 y 21

11
 con 

respecto a la información que reciban de uno de sus 

clientes u obtengan sobre él al determinar la posición 

jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión 

de defender a dicho cliente en procesos judiciales
12

 o en 

                                                        
9 Artículo 7.3: Los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni 
ejecutarán operaciones cuando no puedan aplicar las medidas de diligencia debida 
previstas en esta Ley. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación 
de negocios, los sujetos obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar el 
examen especial a que se refiere el artículo 17. 
La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la 
terminación de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de 
diligencia debida previstas en esta Ley no conllevará, salvo que medie 
enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los sujetos obligados. 
10 Referido a la comunicación al Servicio Ejecutivo cuando haya indicios o certeza 
de blanqueo de capitales. 
11 Que regula la obligación de colaborar con la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y con sus órganos de apoyo 
facilitando la documentación e información que les sea requerida. 
12 En la antigua ley se hablaba de procesos judiciales y administrativos y la 
eliminación de estos últimos  causó no poca alarma en el Consejo General de la 
Abogacía Española, que observó en el anteproyecto que al excluirse la no sujeción al 
ejercicio del derecho de defensa –deber para el Abogado- respecto a procedimientos 
administrativos (no sólo los de carácter sancionador) se olvidaba que éstos a la postre 
pueden desembocar en un proceso judicial. Se abogó para que en aras de una mayor 
seguridad jurídica, se previese que la exoneración alcanzaría también a los 
procedimientos administrativos, en los cuales pueden intervenir profesionales 
independientes que no sean Abogados. Lo que se reclamaba era que se mantuviese el 
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relación con ellos, incluido el asesoramiento sobre la 

incoación o la forma de evitar un proceso, 

independientemente de si han recibido u obtenido dicha 

información antes, durante o después de tales procesos. 

 

Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, los 

abogados guardarán el deber de secreto profesional de 

conformidad con la legislación vigente.” 

 
Determinar la posición jurídica es asesorar al cliente acerca de la 
situación en que se encuentra dentro del universo jurídico. 
 
Igualmente, los Abogados quedan obligados si actúan asesorando al 
cliente en materias fiscales y tributarias en razón de lo que dispone la 
letra  m) del artículo 2 que considera como sujetos obligados a  
 

“Los auditores de cuentas, contables externos o 

asesores fiscales.” 

 

                                                                                                                                   
redactado del artículo 3 de las Ley 19/1993 de 28 de diciembre. Esta fundada 
petición no fue tomada en consideración por el legislador. 
De una lectura más reposada, he llegado a la conclusión que es indiferente la 
inclusión o no de la defensa en los procedimientos administrativos en el artículo 22. 
Y ello porque la defensa en general, sea en procesos judiciales, de naturaleza civil, 
social, mercantil, penal o contencioso-administrativa  o en procedimientos 
administrativos es un supuesto de no sujeción. El Abogado que defiende a un cliente 
en cualquier clase de asunto ni participa en la concepción, realización o 
asesoramiento de operaciones mercantiles, financieras o inmobiliarias ni actúa por 
cuenta de éste. No está comprendido en la letra ñ) del artículo 2 de la Ley: 
simplemente no es sujeto obligado. Y, por eso, no termino de comprender la 
mención a la no sujeción específica respecto de la información obtenida del cliente al 
“desempeñar su misión de defender (le)…”. 
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El término “asesor fiscal” no designa ninguna profesión concreta sino 
más bien una actividad que puede ser desarrollada por distintos 
profesionales, economistas, titulados mercantiles y Abogados, o 
incluso por personas carentes de título oficial. En la medida en que los 
Abogados actúen en ese asesoramiento, serán sujetos obligados.  
 
Salvo los supuestos antes indicados, el Abogado no es sujeto obligado 
y queda sometido a las disposiciones de la Ley como cualquier otro 
ciudadano. 
 
 
… 
 
 
Adquiere el libro completo en tu librería habitual o en www.librerialey57.com 
 
Conoce más sobre el autor visitando su perfil en www.ley57editorial.com 
 
O, simplemente, captura con tu smartphone este código 
 

 
 
 
 


